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LA LEY 39/2006, DE 14 DE DICIEMBRE, DE PROMOCIÓN DE LA 
AUTONOMÍA PERSONAL Y ATENCIÓN A LAS PERSONAS EN 

SITUACIÓN DE DEPENDENCIA. REFLEXIONES Y PROPUESTAS 
DESDE EL TRABAJO SOCIAL. 

 

1. INTRODUCCIÓN 

La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y 

Atención a las personas en situación de dependencia, es sin duda un hito en el 

desarrollo de los derechos subjetivos de nuestro Estado de Bienestar. 

La Ley tiene muchas y buenas propuestas. Por destacar algunas de ellas 

tenemos: 

฀ La creación de un Sistema único (SAAD). 

฀ Un único instrumento de valoración de la situación de dependencia, 

adaptados por tramos de edad, incluyendo una escala de valoración 

específica para los menores de tres años. 

฀ Una cartera de servicios mínimos y comunes en todo el territorio 

฀ Una perspectiva integral que abarca desde la promoción de la autonomía a 

la atención a los llamados grandes dependientes. 

฀ Un reconocimiento al arduo e invisible trabajo de las cuidadoras, con el 

objetivo de facilitar la incorporación de las mujeres en el ámbito 

socioeconómico y laboral. 

฀ Un compromiso de financiación con el objetivo de converger en inversión 

social hacia la media de la UE, con el 1% del PIB como meta. 

฀ Un modelo donde la Administración del Estado y las Comunidades 

Autónomas son corresponsables, promoviendo la cooperación con las 

administraciones locales, y permitiendo la participación de la iniciativa social 

y privada. 

Estos, como decimos, son algunos de los valores a destacar una Ley que surge en 

un periodo donde se estaba llegando al fin de un ciclo económico de crecimiento, 

que sin duda permitió la aprobación de la Ley y su rápida implantación. 

La crisis financiera y económica del 2008, arrastró a nuestra sociedad hacia una 

crisis social, que en la Dependencia se dejó notar desde el año 2010, para ser 

hondamente torpedeado en el año 2012. Desde el año 2016 se inicia un nuevo 

ciclo de recuperación, que no de crecimiento, que en el pasado año 2020 sufre 

una nueva crisis en este caso sanitaria, en forma de pandemia, y que a falta de un 

análisis más profundo afecta al ritmo de solicitudes, valoraciones y nuevas 

incorporaciones de personas beneficiarias. Situación especial en esta crisis, es la 

de los servicios residenciales, donde el impacto de los contagios y fallecimientos 
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ha sido enormemente superior al ámbito privado. Esto ha llevado a una honda 

reflexión sobre el modelo actual, y que es un reflejo de la dejación de funciones 

del servicio público a favor de la iniciativa privada.  

En la actualidad nos encontramos con un acuerdo del Consejo Intersectorial de 

Servicios Sociales y Dependencia, donde se aprueba un “Plan de Choque en 
Dependencia 2021-2023”, cuyas dos primeras medidas son: 

฀ Un aumento de la financiación del Sistema por parte de la Administración 

General del Estado, concretado en la subida de las cuantías del nivel 

mínimo y la recuperación del nivel acordado recogida en los Presupuestos 

Generales del Estado para 2021. El incremento es de al menos 600 

millones de euros respecto al año 2020, y con el compromiso de incluir en  

2022 y 2023 nuevos aumentos acumulativos y de una magnitud similar. 

฀ Un acuerdo para que este incremento de financiación revierta en la 

adopción de medidas concretas de mejora del SAAD orientadas a tres 

objetivos principales:  

Reducir sustancialmente la lista de espera y los tiempos de tramitación 

de las solicitudes;  

Asegurar que las condiciones laborales y profesionales de las personas 

que trabajan en el SAAD son adecuadas, como garantía de la 

calidad de la atención que reciben las personas beneficiarias del 

sistema;  

Introducir mejoras en los servicios y prestaciones para garantizar la 

atención adecuada de las personas dependientes, preferiblemente 

mediante servicios profesionales de calidad. 

Quizás nunca, un nuevo derecho de la ciudadanía, había tenido tantos vaivenes e 

incidencias. Sin duda, todo ello ha afectado al desarrollo y consolidación del propio 

derecho y del Sistema.  

En Andalucía se hizo una apuesta desde principio por la “dependencia”, encajando 
la competencia en el sistema público de servicios sociales. Esto supuso que los 

servicios sociales comunitarios participaran desde el inicio del procedimiento, 

convirtiéndose en la puerta de entrada para las personas que quisieran solicitar su 

reconocimiento, acorde con la ley autonómica de SS. SS. en las que los Servicios 

Sociales Comunitarios (SSC) son la puerta de entrada al sistema, tal y como pasa 

en el servicio sanitario con la descentralización de la atención primaria. Al inicio 

del procedimiento, se le sumó la competencia en la realización del Programa 

Individual de Atención (PIA) para las personas que ya tuvieran reconocido un 

grado de dependencia.  Reconociéndole a éstos su protagonismo inherente en la 

intervención social, al ser los servicios de proximidad los que cuentan con el 
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conocimiento integral del entorno de las familias, los recursos, las infraestructuras, 

redes sociales, etc.  

La valoración del grado de dependencia se asumió directamente en exclusiva por 

la administración autonómica, quien valientemente se la confió a los profesionales 

del trabajo social. La Junta de Andalucía tiene como competencia compartida con 

el Estado, y para ello… encomendado la gestión a la Agencia de Servicios 
Sociales y Dependencia de Andalucía, entidad instrumental de la Consejería de 

Igualdad, Políticas Sociales y Conciliación, la grabación de solicitudes, la 

valoración de las situaciones de dependencia, la resolución de los dos 

procedimientos diferenciados (grado y PIA), y toda organización y gestión de la 

cartera de servicios.  

En la prestación de los servicios, dependiendo de cada uno se priorizó un modelo 

de colaboración u otro. La Junta se guardó para ella la teleasistencia; el Servicio 

de Ayuda a Domicilio se confió en las administraciones locales que contaban con 

la experiencia del Plan Concertado, con financiación directa; y los servicios 

relacionados con la autonomía, centros de días y residenciales, se desarrollaron 

con la fórmula del concierto de plazas, pudiendo ser ofertadas por las propias 

administraciones locales, y en su mayoría por la iniciativa social y privada. 

El grupo de trabajo de Dependencia de la Comisión de Servicios Sociales del 

Consejo Andaluz de Trabajo Social, acordamos centrar nuestras reflexiones y 

propuestas en tres grandes áreas: 

1. Modelo de atención. 

2. Cartera de Servicios. 

3. Recursos humanos. 

En la introducción hemos podido acercarnos a algunas de estas áreas. Partir de 

un conocimiento del SAAD y de su estado actual, es necesario para poder 

argumentar una batería de propuestas que buscan su consolidación y necesaria 

evolución, siempre bajo la premisa de crear un sistema público sólido y eficaz que 

de respuesta a las necesidades sociales de la ciudadanía sin menoscabo de los 

derechos de las personas trabajadoras que lo integran y conforman su Capital 

Humano, base de la calidad de los servicios de proximidad. 

En primer lugar conoceremos los datos del SAAD a 31 de diciembre de 2020.  

En segundo lugar, para desarrollar el modelo de atención, trabajaremos con el 

“PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REGULA EL PROCEDIMIENTO 

DE DEPENDENCIA EN ANDALUCÍA”, que pretende sustituir al aprobado del año 

2007 y vigente aún. El Consejo Andaluz realizó un documento a modo de 

alegación a este proyecto de Decreto, y también lo analizaremos. 
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En segundo lugar, expondremos la propuesta al Decreto de Procedimiento 

planteada desde el Consejo.  

En tercer lugar veremos todo lo relacionado con la Cartera de Servicios, para 

terminar con los Recursos Humanos. La dependencia ha supuesto un aumento en 

la empleabilidad de nuestra profesión, pero con una fuerte precarización e 

inestabilidad. 

Como documento transversal a las tres áreas, y que debe ser guía en cualquier 

planteamiento que hagamos, es la actual Ley de Servicios Sociales de Andalucía.  

 

2. PRINCIPALES DATOS DEL SAAD 2020 

 ANDALUCÍA ANDALUCÍA 
% 

TOTAL 
% 

SOLICITUDES 396745   

RESOLUCIONES 351802   

SOLICITUDES PENDIENTE 
RESOLUCIÓN/VALORACIÓN 

44943 

 

11.32 

 

 

GRADO III 75900 21,57 22,03 

GRADO II 126631 35,99 29,62 

GRADO I 82558 23,47 27,70 

SIN GRADO 66713 18,96 20,65 

PERSONAS CON DERECHO A 
PRESTACIÓN 

285089 

 

81,04 

 

79,35 

PERSONAS BENEFICIARIA 228555  1124230 

NÚMERO PRESTACIONES 310424  1427207 

PRESTACIONES DE SERVICIOS 237067 76,37 68,43 

PECEF 73357 23,63 31,57 

PERSONAS BENEFICIARIAS    
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PENDIENTES 56534 19,83 17,12 

P. BENEFICIARIAS 
PENDIENTES GRADO III+II 

 

21389 

 

10,56 

 

10,91 

P. BENEFICIARIA PENDIENTES 
GRADO I 

 

35145 

 

42,57 

 

28,70 

 

El SAAD tiene un alto número de personas beneficiarias en Andalucía, 228555.  

Esto es importante de resaltar, ya que no podemos dejar de hacer un 

reconocimiento a los logros alcanzados. Ello no nos impide hacer una lectura 

crítica de los datos al objeto de mejorar.  

En esta mejora sin duda está el alto número de solicitudes pendientes de 
resolver, y que en su inmensa mayoría están aún pendientes de valorar. Más 
de 44000 solicitudes iniciales, a las que hay que sumar las solicitudes de 

revisiones, es decir, personas que manifiestan haber empeorado desde la 

valoración inicial o anterior (personas con sucesivas revisiones), y están 

pendientes de una nueva valoración.  

El número de revisiones pendientes de valorar no está publicado, entre otras 

cosas porque la solicitud de la misma no sigue el procedimiento de las solicitudes 

iniciales. En el proyecto de decreto de procedimiento se detalla una regulación del 

mismo, con un documento expreso y único para solicitar la revisión. Esta es una 

de las necesidades expresadas por el colectivo y que parece ser contemplada. 

Hasta tanto en cuanto, siguiendo cálculos de los profesionales que trabajan en el 

ámbito de dependencia, puede haber un mínimo de un treinta por ciento de 
solicitudes de revisiones (número a la baja), con lo que nos acercaríamos como 

poco a unas 70000 personas pendientes de valorar.  

Detectar cuellos de botellas para encontrar justificación a un número tan alto de 

personas por valorar, puede venir por varias causas que en el “Modelo de 
Atención” analizaremos.  

Dentro del documento del “Plan de choque en dependencia 2021-2023”, 
encontramos que con datos a 30 de septiembre, el número personas pendientes 
de resolución desde hace 6 meses o más (sin motivo de exclusión) es 38615. 
Tendríamos que saber cuál es el tiempo de espera medio y máximo, además de 

analizarlo territorialmente.  

Para completar la información, el número de personas beneficiarias con 
derecho a prestación pendientes de resolución de prestación desde hace 6 
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meses o más (sin motivo de exclusión) es de 62103. De este número 

desconocemos cuál es estado, si están pendientes de su realización por parte de 

SSC., de su validación por parte de las delegaciones territoriales de la Junta de 

Andalucía, o cuántos están en lista de espera para asignación de servicio o 

prestación. 

El tiempo medio desde la solicitud hasta la resolución de prestación es de 
699 días (cerca de dos años), cuando la media estatal es de 432, y muy lejos de 

los 242 o 245 días de Cantabria o Castilla-León. 

 

3. MODELO DE ATENCIÓN. 
 

Teniendo en cuenta la modificación de la Ley de Servicios Sociales a través del 
“Decreto-ley 24/2020, de 22 de septiembre, por el que, con carácter extraordinario 

y urgente, se adoptan medidas en materia de empleo y servicios sociales, como 

consecuencia de la situación generada por el coronavirus (COVID-19)”, se 

introduce una Disposición final primera. En ella se modifica el artículo 28.23.ª 
de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de Servicios Sociales de Andalucía, que 

queda redactado como sigue: 

«Artículo 28. Funciones de los servicios sociales comunitarios. 

Son funciones de los servicios sociales comunitarios: 

23.ª La participación en la gestión de los servicios de atención a las 
personas en situación de dependencia, de acuerdo con la normativa 
reguladora y dentro de las competencias que la legislación vigente les 
atribuye.» 

El artículo modificado decía inicialmente lo siguiente: 

“23.ª La iniciación de la tramitación del procedimiento para el reconocimiento de la 
situación de dependencia y, en su caso, la elaboración de la propuesta del 

Programa Individual de Atención, así como la propuesta de revisión del mismo.” 

Este cambio se realizó de forma sorpresiva, sin contar ni con las administraciones 

ni agentes sociales que en su día participaron en la elaboración de la nueva Ley. 

De la misma forma del borrador del Decreto, parte desde el diseño de la actual 

dirección política de la Consejería.  

Por tanto nos deja pistas de que la Junta puede estar armando a “hurtadillas” un 
cambio de modelo en el que se centralice la atención a la dependencia. 

Volviendo a la pregunta inicial, si queremos seguir con el mismo modelo de 

atención, el documento de alegaciones del CATS , en su punto 3.3.8., dice lo 
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siguiente: “Es sin duda oportuno clarificar los marcos competenciales y las 

responsabilidades financieras. Los Ayuntamientos deberían asumir aspectos 
de prevención, de puerta de entrada del sistema y, quizás, de monitorización 
de la utilización (gestor del caso). Los servicios sociales de base tienen que 

contar para ello con los recursos (humanos, tecnológicos y económicos) 

adecuados. Su papel es fundamental en tanto prestadores de información y 
orientación, en tanto gestores del caso y responsables del Programa 
Individual de Atención y en tanto gestores de la oferta de servicios, 
especialmente en los servicios de prevención y ayuda a domicilio. En este 

sentido, si el SAAD ha de ser un verdadero sistema de promoción de la 
autonomía de las personas, es necesario que se desarrollen las prestaciones 
de promoción de la autonomía personal, especialmente dirigidos a los 
colectivos de personas con discapacidad y personas con enfermedad mental 
y los servicios de prevención de la dependencia, dando un papel relevante a 
los servicios sociales de base y a los servicios de atención primaria de salud 
en este acometido. 

Es decir, nuestra profesión se afirma el actual modelo de cooperación y 
competencias. El documento propone ir más allá, fortaleciendo a los servicios 

sociales comunitarios y a las propias administraciones locales en la prevención y 

promoción de la autonomía. 

 

Los problemas a los que el borrador de Decreto quiere dar respuestas, en parte 

son compartidos por todas las administraciones implicadas. El documento de 

alegaciones del CATS se inicia con los problemas a solventar, siendo el punto 

primero el “Incumplimiento habitual del plazo máximo de tramitación del 
procedimiento, marcado por la ley 39/2016. Reducción de las listas de 
espera”. 

Administración y profesionales queremos lo mismo. Cumplimiento de los plazos 

establecidos. 

El modelo de cooperación por el que apuesta el CATS, se concreta en las 

siguientes aportaciones: 

฀ Realizar un procedimiento unificado, con el fin de evitar pérdidas de 

tiempo entre los dos que existen en la actualidad y minimizar la 

burocratización. 

฀ 1.3.6. Se recomienda una clara diferenciación entre el equipo de 
valoración y el equipo de asignación de recursos. Mantener la 

valoración al margen de la asignación de recursos es una garantía de su 

independencia y una facilidad para un mayor rigor de su resultado. 

฀ Visto antes. 3.3.8. Es sin duda oportuno clarificar los marcos 

competenciales y las responsabilidades financieras. Los Ayuntamientos 
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deberían asumir aspectos de prevención, de puerta de entrada del 
sistema y, quizás, de monitorización de la utilización (gestor del caso). 
Los servicios sociales de base tienen que contar para ello con los recursos 

(humanos, tecnológicos y económicos) adecuados. Su papel es 
fundamental en tanto prestadores de información y orientación, en 
tanto gestores del caso y responsables del Programa Individual de 
Atención y en tanto gestores de la oferta de servicios, especialmente 
en los servicios de prevención y ayuda a domicilio. En este sentido, si 
el SAAD ha de ser un verdadero sistema de promoción de la 
autonomía de las personas, es necesario que se desarrollen las 
prestaciones de promoción de la autonomía personal, especialmente 
dirigidos a los colectivos de personas con discapacidad y personas 
con enfermedad mental y los servicios de prevención de la 
dependencia, dando un papel relevante a los servicios sociales de 
base y a los servicios de atención primaria de salud en este 
acometido. 

฀ 3.3.9 Valoración de condiciones de Salud por el Trabajador Social 
Sanitario de Atención primaria. Profesional que conoce las características 

especiales de los usuarios; se evitaría que queden expedientes sin valorar 

ya que no localiza a la persona dependiente y el expediente se retrasa. 

Además, la valoración del grado de dependencia por el profesional 

valorador de zona se apoyaría en la valoración previa de condiciones de 

salud elaborado por el trabajador social sanitario. En aquellos casos donde 

existan circunstancias especiales una hospitalización o personas 

ingresadas en centros residenciales lo conveniente es que exista un 

profesional específico para realizar valoraciones en residencias o en el 

medio hospitalario 

฀ Necesidad de contar con una aplicación informática común a todo el 
procedimiento, de manera que todas las administraciones implicadas 

tengan acceso rápido y ágil dentro del mismo, y así  cumplir con la 

administración electrónica de manera más fehaciente. 

฀ Creación de un procedimiento de urgencia reglado, que en la actualidad 

no está contemplado. Así como la unificación autonómica de criterios de 

urgencia 

฀ Agilización del procedimiento con propuestas en diferentes fases del 

procedimiento: 

En fase previa a la valoración con propuestas como la aportación del 
informe de salud de la persona solicitante o el reconocimiento 
directo de la situación de dependencia sin necesidad de aplicar 
el baremo en determinadas situaciones excepcionales 
tipificadas. 
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Supresión del procedimiento de revisión de PIA en situaciones que 
cumplan con determinados criterios. 

Aumentar la dotación presupuestaria del Sistema de Autonomía y de 

Atención a la Dependencia. 

He aquí donde hay que recordar la vigente Ley de Servicios Sociales de 
Andalucía, aprobada apenas hace cuatro años, y con muchos de sus 

compromisos aún por desarrollar. Vamos a destacar entre lo aprobado y vigente, 

el siguiente articulado: 

Artículo 2. Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía. 

5. El Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía constituye una red integrada de 

responsabilidad y control público de atención, cuya finalidad es favorecer la integración 

social, la igualdad de oportunidades, la autonomía personal, la convivencia y la 

participación social y el bienestar social de todas las personas, familias y grupos, 

desarrollando una función promotora, preventiva, protectora y asistencial. 

Artículo 5. Objetivos de la política de servicios sociales en Andalucía. 

l) Garantizar e implementar una atención social territorializada, sostenible, equilibrada 

y de proximidad, de forma que el acceso a los servicios sea equitativo para todas las 

personas y facilite la integración de las personas en su entorno habitual. 

Artículo 10. Derechos de las personas usuarias de los servicios sociales. 

a) Recibir una atención directa, adecuada a sus necesidades, mediante un proyecto de 

intervención social en el que se consideren los aspectos individual, familiar, convivencial 

y comunitario, en función de la valoración de su situación. 

Artículo 28. Funciones de los servicios sociales comunitarios. 

1.ª La información, valoración, orientación y asesoramiento a la población sobre las 

prestaciones y servicios del Sistema Público de Servicios Sociales y de otros posibles 

recursos de otros sistemas de protección social en Andalucía 

3.ª El diseño y desarrollo de intervenciones de promoción de la autonomía, la calidad de 

vida y el bienestar social de la población de referencia en su ámbito de competencia. 

 

 

Artículo 33. Funciones de los servicios sociales especializados.  
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a) La valoración, diagnóstico e intervención ante situaciones que requieren una alta 

especialización técnica e interdisciplinar. 

b) La gestión de servicios y centros de atención especializada en los distintos ámbitos 

de intervención de los servicios sociales. 

De la lectura y análisis de la Ley, queda tangible la respuesta sobre qué modelo 

es el idóneo. No entendemos la atención a la dependencia como una intervención 

aislada y creemos en la mejora de un servicio público centrado en la persona. 

Creemos en los servicios de proximidad de fácil acceso para la ciudadanía y la 

atención individualizada, con la garantía de una atención técnica de calidad con 

un único acto (procedimiento).  

Por tanto, la propuesta pasa por profundizar en el actual modelo de cooperación, 

reconociendo la necesaria mejora del mismo, desde la participación conjunta de 

todos los agentes implicados en el diseño de un Sistema Andaluz de Autonomía y 

Atención a la Dependencia. 

No debemos poner ni condiciones ni límites al diseño conjunto y compartido de 

este Sistema Andaluz. En este documento aportamos algunas ideas que parten 

de la experiencia y conocimiento profesional desde el nacimiento de la Ley en el 

2006.  

1. El procedimiento se inicia en las administraciones locales a través de los 

servicios sociales comunitarios. En ellos se presentará la solicitud inicial, 

así como la solicitud de revisión (según modelo oficial), acompañándolo de 

la documentación necesaria. 

2. Los servicios sociales comunitarios serán los responsables de validar la 

solicitud y de grabarla en el Sistema de Información del Sistema para la 

Autonomía y Atención a la Dependencia (Sisaad). En caso de subsanación, 

serán también los responsables.  

3. Grabada la solicitud, los Servicios Territoriales de la Consejería con 

competencia en materia de dependencia, iniciará el procedimiento de 

valoración a través de sus Equipos de Dependencia. La valoración de la 

dependencia se realizará según los criterios establecidos en el Real 

Decreto en vigor donde se aprueba el Baremo de Valoración de la 

Dependencia.  

4. Realizada la valoración, la delegación territorial emitirá un dictamen con el 

grado que le corresponda. Si el resultado final es sin grado, se resolverá 

directamente. En caso de tener grado, la valoración y el dictamen quedará 

grabado en el Sisaad.  
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5. Los servicios sociales comunitarios serán los responsables de realizar el 

PIA que corresponda al grado de dependencia reconocido. Finalizado el 

PIA, la delegación territorial de la Junta emitirá resolución con el grado y el 

recurso asignado.  

6. En casos de emergencias y urgencias sociales, se seguirá el protocolo 

establecido expresamente.  

En apartados posteriores, nos detendremos en todo lo relacionado con la cartera 

de servicios y los recursos. Sin duda, debe haber una actualización acorde al 

modelo que se propone y con la necesidad de garantizar el cumplimiento de los 

plazos previstos. 

Por un lado, reforzamos a los servicios sociales comunitarios en su función de 

SIVO, contemplando la dependencia dentro la atención integral que se presta. Por 

otro lado, lo convertimos en el único tramitador y gestor de solicitudes, sea inicial o 

de revisión. Incluimos como único tramitador de los expedientes de emergencia y 

urgencia social. 

Garantizamos un servicio de proximidad a la ciudadanía, accesible y ágil 

respuesta. 

Pasa por nuevo diseño en la dotación de recursos (humanos, técnicos, etc.), por 

una nueva regulación de la normativa autonómica, y por una la implantación de un  

único Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (Sisaad). 

La administración autonómica tiene por su lado diferentes retos: 

฀ Una actualización de sus servicios territoriales de valoración de la 

dependencia, con la creación de equipos con una distribución territorial 

acorde con las necesidades sociales.   

฀ Estos equipos deben completarse con profesionales de diferentes 

disciplinas, que sumen sus conocimientos y experiencias en la valoración. 

฀ Debe redefinirse la cooperación interdepartamental, estudiándose como 

sumar procesos y recursos, es especial con los equipos de valoración de la 

discapacidad, de atención temprana y de salud mental.  

฀ Igualmente debe redefinirse el informe de condiciones de salud a aportar 

por la persona solicitante, pudiendo ser completado por el profesional 

sanitario que disponga de la mayor información sobre el problema de salud 

con mayor incidencia en la posible situación de dependencia.  

฀ En esta redefinición habrá que valorar las funciones de las unidades de 

trabajo social de atención primaria de salud. Quizás no es tanto en la 
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participación de los informes de condiciones de salud, si no en el 

reconocimiento de la experiencia que atesoran en la promoción de la 

autonomía, y en la atención a personas dependientes y sus cuidadoras. 

Igualmente tienen un papel relevante en los casos de emergencias y 

urgencias sociales. 

 

4. CARTERA DE SERVICIOS 

La cartera de Servicios se regula en la misma Ley y en la normativa de desarrollo. 

La administración autonómica tiene un “borrador de orden donde se regulan las 

prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia en 

Andalucía.” 

¿Cuál es la situación actual de la distribución de prestaciones? 

 PERSONAS BENEFICIARIAS Y PRESTACIONES EN ANDALUCÍA 2020 

 TOTAL % AND. % TOTAL 

BENEFICIARIOS 228555   

SPAPD 1370 0.44 4,30 

TA 93458 30,11 17,84 

SAD 101049 32,55 17,74 

SCD 12696 4,09 6,20 

SAR 24172 7,79 10,96 

P.E. VINCULADA 4.309 1,39 10,83 

P.E.C.E.F. 73.357 23,63 31,57 

P.E. ASIST. PERSONAL 13 0,00 0,56 

 

Como observamos, en Andalucía casi dos tercios de las prestaciones se 

concentran en dos prestaciones: la Teleasistencia (TA) y el Servicio de Ayuda a 

Domicilio (SAD), con unos porcentajes que casi dobla las cifras estatales.  

Un elemento distintivo también, y para bien, es que la P.E.C.E.F. tiene un 

porcentaje inferior, mientras que en el conjunta estatal es la primera prestación y 

representando casi un tercio de las mismas. 
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Por otro lado tenemos el “Coste total por hora efectiva en el sector servicios” 
(dato segundo trimestre 2020), siendo la medida estatal de 22´73€., mientras que 

en Andalucía el coste es de 20´13€, ocupando el penúltimo lugar. 

Podemos entender que es coste es más barato, o que se paga menos, hecho que 

incide en la calidad de estos servicios. 

A continuación hacemos un análisis por  cada una de los servicios. 

 

SERVICIO DE PROMOCIÓN DE LA AUTONOMÍA Y PREVENCIÓN DE LA 
DEPENDENCIA (SPAPD) 

Estos servicios fueron los último en definirse por la norma nacional, teniendo un 

desarrollo casi testimonial en nuestra comunidad autónoma, y representando 

apenas algo más del cuatro por ciento en el conjunto estatal. 

La situación no lleva a otra conclusión de absoluto fracaso. 

¿Cuáles son los motivos?. 

฀ El propio desarrollo normativo tardío de estos servicios. 

La prestación de algunos de servicios fuera del SAAD, en las carteras de 

servicios sociales de discapacidad, mayores, o salud (atención temprana, 

salud mental). Estos servicios desconfían del Sistema, huyendo de 

cualquier integración, y sobre todo ser fagocitados. 

Una estrategia errática, y fruto de ella es la elaboración y aprobación del “I 
Plan Andaluz de Promoción de la Autonomía Personal y Prevención de la 

Dependencia (2016-2020)”. Tenemos un texto donde simplemente se 

suma lo que ya se hace por los diferentes servicios competentes, sin contar 

con la participación de ninguno de los agentes protagonista, y que 

simplemente sirvió para justificar que se hacía algo. 

Un ejemplo de esta estrategia errática, es una de las acciones fallidas de la 

administración. Se quiso ofrecer las actividades para personas mayores de los 

Centro de Participación Activa propios dentro de este tipo de Servicio. Estos 

Centro tienen una escasa presencia territorial, y esas mismas actividades son 

accesibles sin tener grado alguno de dependencia. Esta acción fallida continuó con 

la intención que las administraciones locales ofrecieran estos servicios, siendo 

pocos los que se sumaran a la iniciativa, quedando todo en nada. Uno de los 
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hechos llamativos de estas actividades, es que el coste hora era superior al de 

una hora de SAD. 

La propuesta pasa por el diseño y redacción de un segundo Plan Andaluz, dentro 

del Sistema Andaluz para la Autonomía y Atención a la Dependencia. Un plan que 

debe partir de una evaluación de la situación actual, y que debe pasar por: 

 Integrar todos los servicios dentro de un mismo Sistema. Esto supone 

esencialmente tener una estrategia común, aceptando una gestión 

diferenciada.  

 Descentralizar los servicios en aquellas entidades que garanticen la 

prestación en el entorno de la persona. Para ello, debe primarse lo recogido 

en la propia Ley de SS.SS., en el artículo relativo a las funciones de los 

SS.SS.CC, indica que: “El diseño y desarrollo de intervenciones de 

promoción de la autonomía, la calidad de vida y el bienestar social de la 

población de referencia en su ámbito de competencia.” 

 Hay que integrar a los servicios de salud de atención primaria en esta 

descentralización. Aquí se debería dar un papel relevante a unidades de 

trabajo social, quienes son conocedoras de las personas y los territorios, y 

tienen una amplia experiencia en la promoción de la salud comunitaria. 

 Ofrecer estos servicios en una verdadera estrategia de prevención de la 

dependencia, pero sobre todo, de promoción de la autonomía. Esto pasa 

por dirigirse a la población general, y a la población que siendo valorados 

de la dependencia han sido resueltos sin grado. Una persona sin grado con 

20 puntos en el BVD, significa que necesita apoyo para algunas tareas; por 

tanto, intervenir con estas personas y estas situaciones, tendría un impacto 

en la mejora de la calidad de vida, y en el posible retraso de un 

empeoramiento.  

 Compatibilizar los SPAPD en todos los grados de dependencia con otros 

servicios de proximidad. Evitar o retrasar el empeoramiento, es la mejor 

estrategia de salud. 

 

TELEASISTENCIA (TA) 

La Teleasistencia es un servicio que venía prestándose desde algunas 

corporaciones locales directamente, y un servicio autonómico que se vinculó a la 

conocida Tarjeta65. Desde hace año, el servicio se presta únicamente desde la 
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administración autonómica, priorizando el acceso de las personas con grado de 

dependencia. 

En un primer momento, la administración autonómica incorpora automáticamente 

al SAAD a todas las personas que ya eran beneficiarias de la teleasistencia por la 

Tarjeta65 y que tenían un grado I reconocido. Es un engaño al SAAD, aumentando 

el número de beneficiarios sin dar ninguna opción a los mismos. 

En este desarrollo, surge la llamada “Teleasisntencia Avanzada”, reconociéndose 

con prestación prioritaria para las personas con grado I. 

La tardía incorporación de los grado I al SAAD, y que nuestra CC.AA. fuera de las 

peores en la cobertura de estas personas, encuentran como “solución” un acceso 

excluyente a la cartera de servicio. Se le ofrece a los usuarios un SAD reducido, 

en casos excepcionales la prestación económica, y de forma masiva y prioritaria la 

TA Avanzada. 

Técnicamente es inconcebible esta solución administrativa, y como hemos 

señalado anteriormente, una persona con grado I –y aquí hablamos de todos, 

independientemente de su puntuación- necesita ayuda de otra persona para 

realizar un número de tareas funcionales con alto impacto en su proyecto de vida.  

La TA Avanzanda, no incorpora tampoco valor suficiente, no supone un aumento 

exponencial en la protección de las personas dependientes. 

La propuesta pasa porque no haya diferencia en el tipo de TA que se oferta, y sea 

la prescripción técnica la que indique la cobertura.  

Pero sobre todo, la TA debe ser un servicio siempre complementario para las 

personas con grado de dependencia reconocido, pudiendo beneficiarse todas las 

personas que se mantengan residiendo en su domicilio independientemente del 

servicio que tenga prescrito. 

 

SERVICIO DE AYUDA A DOMICILIO (SAD) 

La alta implantación del SAD en nuestra comunidad autónoma, por encima de la 

media estatal, es una buena noticia. Una de las razones de ello, es la gestión 

previa de este servicio dentro del Plan Concertado por los SS.SS.CC: Esta 

experiencia, y la existencia de la infraestructura necesaria, ha facilitado su 

desarrollo.  

El SAD es un servicio de proximidad efectivo y con alto valor añadido, con impacto 

en el empleo, en las economías locales, y en el mantenimiento de la población en 

los entornos rurales. 
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Sin duda es un servicio a seguir potenciando, y que debe seguir mejorándose: 

 Aumento de las horas de grado I, hasta las 20 horas que la norma nacional 

reconoce.  

o Este aumento de horas incidirá en una mejora de la atención a las 

personas beneficiarias. Pensemos  que un grado I con más de 40 

puntos, nos sitúa con personas que requieren la ayuda de otra 

persona para la mayoría de las tareas básicas de la vida diaria (el 

BVD no pondera un cincuenta por ciento de tareas con desempeño 

negativo con 50 puntos y por tanto un grado II), y esencialmente en 

aquellas tareas de mayor impacto de las personas que lo sufren. 

o Otro impacto sería en una bajada en las solicitudes de revisiones de 

personas que ya tienen reconocido el grado I, y que aun presentando 

un empeoramiento no sea susceptible de un aumento en el grado. 

Esto evitaría la realización de valoraciones que podrían evitarse. 

 Aumento del precio hora, que redunde en un mejora de las condiciones 

laborales de las auxiliares de ayuda a domicilio. 

 El diseño de planes de formación desde la propia CC.AA., con la 

participación de las administraciones locales y las propias empresas 

prestadoras del servicio. Hay que garantizar una calidad del servicio, y una 

actualización de conocimientos a las nuevas realidades y necesidades. 

 Debe mantener la complementariedad del SAD con horario reducido para 

las personas que asistan a centros de días. 

 

SERVICIOS CENTRO DE DÍA (CD) Y CENTRO DE NOCHE (CN) 

Este Servicio tiene dos opciones dependiendo de la franja horaria del día. La 

oferta de Centro de Noche no está detallada, y si bien puede no ser ofertado o ni 

siquiera existir en algunas provincias, la realidad es que tampoco hay una 

demanda. 

Por tanto, el análisis que realizamos lo centramos en los Centros de Día. Según 

los datos, el desarrollo del Servicio es muy bajo, apenas de un cuatro por cierto.  

En la actualidad la oferta del servicio se limita a personas mayores, y personas 

con problemas de salud mental y que están integrado dentro de la red de centros 

de FAISEM. 

Según datos del Mapa de Servicios Sociales de Andalucía, hay 421 centros de 

días para personas mayores, con casi 12000 plazas. En el colectivo de 

discapacidad, el Mapa recoge la existencia de 338 centros con algo más de 14000 

plazas. Por último, en el colectivo de personas con problemas de salud mental, 

existen 29 centros de día con 675 plazas. 
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Como hemos indicado anteriormente, los centros de días para personas con 

discapacidad no están siendo ofertados en la cartera de servicios de dependencia, 

siendo el acceso a título individual. Esta es la razón en la disonancia entre plazas 

ofertadas de centros de días, y plazas ocupadas por dependencia. 

Esto nos lleva a reforzar una propuesta ya realizada en algún apartado anterior, la 

integración de todos los servicios en el Sistema Andaluz para la Autonomía y 

Atención a la Dependencia.  

Técnicamente es un servicio que ofrece una buena alternativa para aquellas 

personas dependientes y sus familias, que desean mantenerse residiendo en el 

entorno familiar. Prestan un servicio en un horario amplio, donde se cubren 

necesidades básicas, de cuidado personal, y se desarrollan actuaciones de 

promoción de la autonomía, así como de prevención y atención a situaciones de 

dependencia. 

Es un Servicio como el SAD, con un impacto laboral, económico, y de fijar la 

población en sus entornos, hecho especialmente importante en las áreas rurales.  

Por ello proponemos un actualización del Mapa de Servicios Sociales, donde no 

solo se indique cuantos centros y plazas hay, si no cuantas deberían existir con 

una serie de criterios. Uno de los criterios es tener en cuenta el número de 

personas dependientes actuales, con una distribución municipal, y una agregación 

por zonas de trabajo social y provincial. Un segundo grupo de criterios, podrían 

tomarse en un inicio  de los planteados en el “Plan de Choque”, en los factores 

que influyen en el coste de la prestación de los servicios y posibilidad de 

financiarlos: Superficie, Dispersión, o Menor capacidad de pago de la población.  

Aunque sea obvio, las leyes deben desarrollarse tal como se aprueban. En estos 

años, los servicios se han ido ofertando en ocasiones por criterios mercantiles o de 

oportunidad, lo que ha provocado que tengamos zonas desprovistas de los 

recursos necesarios, y lo peor, con personas obligadas a acudir a 

establecimientos donde no se les garantiza su vinculación con su entorno familiar 

o social. 

El coste del servicio y la capacidad de pago, son factores a estudiar ya que inciden 

no ya en la oferta, si no en la demanda de este Servicio. Hay parte de la población 

dependiente con derecho, que no accede a este servicio por el coste del mismo, 

pero sobre todo, por la capacidad economía cuando los ingresos de la unidad de 

convivencia son limitados.  

Es necesario facilitar el acceso el acceso de la población a este Servicio, y por ello 

también proponemos que se desbloquee su prescripción para los las personas con 

Grado I.  
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Por último introducimos algunos de los principios rectores (artículo 25) de la Ley 

de Servicios Sociales, que se debería tener en cuenta en el diseño del Mapa de 

Servicios Sociales: 

p) Proximidad: El despliegue territorial de las prestaciones y recursos de servicios sociales 

buscará la equidad territorial y la mayor proximidad a la población de referencia.  

q) Normalización: El Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía posibilitará la 

atención de las personas en su entorno habitual, preferentemente en el domicilio, y 

articulará, cuando la permanencia en el domicilio no resulte viable, alternativas 

residenciales idóneas, por su tamaño y proximidad, a la integración en el entorno. 

 

SERVICIO ATENCIÓN RESIDENCIAL (SAR) 

Proximidad y normalización, son principios irrenunciables en el diseño de los 

centros de atención residencial. Sin duda, el mapa de los mismos ha respondido 

más a esos criterios de oportunidad y económicos. De ahí surgen la aglomeración 

de centros en determinados territorios, y la aparición de macrocentros.  

La administración ha ido abandonando su función de servicio público, 

esencialmente en la atención a personas mayores, ya que en la atención a 

personas con discapacidad siempre ha sido la iniciativa social la responsable.  

La concertación ha facilitado la delegación de responsabilidades, y ha permitido 

que la iniciativa privada vea una oportunidad de inversión y de negocio. 

En este año de pandemia, hemos visto que los centros residenciales han sufrido 

un impacto muy elevando en el número de contagios y personas fallecidas. Todo 

el mundo habla de la necesidad de un cambio en modelo de atención en las 

residencias, pero a cuál se refieren. La administración no ha dado señales algunas 

para querer cambiar ese modelo, por lo que parece que todo se quedará como en 

otras ocasiones, en palabras sin fondo sin realidades efectivas. 

En Andalucía hay 1439696 mayores de 64 años. Las recomendaciones 

internacionales establecen la necesidad de disponer de 5 plazas residenciales por 

cada 100 mayores. Esto significa que se necesitarían 71981 plazas.  

Según el MAPA de SERVICOS SOCIALES habría unas 43580 plazas en centros 

de mayores, de las cuales 29083 estarían acreditadas. 

Según el IECA hay 58670 plazas en centros para mayores, pudiendo estar dentro 

de estos los centros de días y/o participación activa. 
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Según noticia de El País de enero de 2020, en base a información de la 

Asociación de Directores y Gerentes de SS.SS., en Andalucía harían falta 27981 

plazas para cumplir la ratio. 

Teniendo en cuenta unas cifras u otras, el déficit de plazas es importante. La 

administración debe promover la creación de centros y plazas respondiendo a los 

principios establecidos, siendo deseable el aumento de la gestión directa las 

mismas.  

En la atención a personas con discapacidad, existen 254 centros con 7143 plazas. 

En la atención a personas con problemas de salud mental, los centros 

residenciales son 54 con 752 plazas. 

Como hemos indicado, la oferta de discapacidad es casi en su totalidad cubierta 

por la iniciativa social. Mientras que en salud mental, la mayoría de las plazas 

están gestionadas a través de un ente instrumental de la propia administración, o 

de entidades sociosanitarias con una fuerte especialización. 

A mayor complejidad de la discapacidad o la enfermedad, los recursos son más 

escasos, y por tanto, su oferta se aleja aún más de la proximidad y la 

normalización. Quizás no es posible tener y mantener esta oferta a nivel municipal, 

pero tampoco se pueden permitir la exclusiva disponibilidad a nivel autonómico. 

 

 

 

 

 

 

 

SERVICIO DE ASISTENTE PERSONAL 

Este Servicio es junto al SPAPD, el de mayor fracaso. Un servicio bloqueado, 

atentando sobre los derechos de las personas con diversidad funcional.  

No podemos más que proponer su normalización dentro la cartera de servicios. No 

hay más. 
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OTROS SERVICIOS 

Hay una series de servicios, que bien recogidos por la cartera de servicios de 

dependencia, o bien por otras carteras, tienen una importancia que al menos 

deber ser señaladas en este documento. 

 

Atención Temprana:  

 

Sin duda, la valoración de los menores es una de las prioridades del Sistema, 

beneficiándose todos aquellos que tuvieran grado de la PECEF.  

Con los menores de 6 años, la intervención de dependencia, se está coordinando 

con los Servicios de Atención Temprana de las Delegaciones Territoriales de 

Salud, y en algunas provincias, se está ampliando a una coordinación directa entre 

los profesionales, personal valorador y personal de los centros de atención infantil 

temprana.  

En la actualidad, un menor  de 6 años puede por tanto estar beneficiándose de 

una prestación técnica y de una prestación económica. Son muchas las familias, 

que la prestación económica se invierte en ampliar la prestación técnica, ya que 

las horas de atención semanal son insuficientes. También hay que tener en 

cuenta, que dependiendo de la enfermedad o discapacidad, puede haber la 

intervención de otros niveles administrativos competentes, tanto de salud como de 

educación. 

En los casos de mayores de 6 años, donde la intervención de atención temprana 

ya ha finalizado, nos encontramos que la ayuda pública viene de la intervención 

técnica del sistema educativo, de los servicios de salud según la problemática, y 

en muchos casos de la iniciativa social y privada costeada directamente por las 

familias. 

En ambos grupos de edad, los equipos de valoración de la discapacidad pueden 

también intervenir, pudiendo derivarse algún beneficio su reconocimiento. 
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Nos encontramos por tanto que los menores y sus familias, entran en una 

compleja y amplia “maquinaria” administrativa, donde cada entidad y profesional 

puede tener su propia escala de evaluación y sus criterios de intervención. Sin 

dunda, si el profesional de referencia es importante en los servicios sociales, en el 

caso de menores, es una obligación ante un maltrato institucional que se ejerce 

consciente o inconscientemente, 

De ahí de nuevo, la idea de creación del Sistema Andaluz de la Autonomía y 

Atención a la Dependencia.  

Desde el actual Sistema de Dependencia, no podemos tener como única opción 

en la cartera la PECEF, ya que esta no siempre garantiza un beneficio directo en 

el menor. Por ello es necesario ampliar esta prestación económica a fórmulas 

como el cheque servicio, o la financiación directa de una posible ampliación de las 

horas en atención temprana.  

Nos unimos también a la propuesta de los profesionales de la atención temprana, 

que se amplíe la edad hasta los 12 años. 

 

Respiro Familiar. 

Los recortes de la crisis anterior, dejo limitado o incluso eliminado, un programa 

que cumplía una función importante. El “respiro familiar” facilitaba un descanso en 

los cuidados a personas con una sobrecarga.  

La propuesta está clara: la recuperación del programa.  

 

Plazas de exclusión social. 

El aumento de la exclusión social en nuestra sociedad, afecta a todos los niveles 

de la población. La atención de las personas mayores que no pueden mantenerse 

en su hogar, o incluso que no disponen de hogar, tienen el posible ingreso 

residencial en a través de esta plazas de exclusión social. 

Estas plazas están ofertadas en gran parte en los pocos centros de gestión directa 

de la administración autonómica.  

Una de las condiciones para acceder a estas plazas, es que estas personas 

mayores no sean dependientes.  
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La realidad nos hace encontrarnos con personas que tienen reconocido un grado I 

de dependencia, y que no pueden acceder al servicio residencial dentro de la 

cartera de servicio. Si esto puede ser un problema para muchas personas, cuando 

coincide una situación de exclusión social y dependencia, nos encontramos ante 

un desamparo difícil de cubrir. 

Por tanto, la propuesta pasa porque las plazas de exclusión social, no “excluya” a 

las personas con grado I. 

 

5. RECURSOS HUMANOS 

El Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia atiende en Andalucía a 

más 200000 personas. A estos beneficiarios, habría que sumarles el número de 

personas que acuden a solicitar información, los que habiendo presentado 

solicitud están siendo a ser valorados, y los que ya teniendo un grado de 

dependencia están esperando la resolución de PIA y el acceso al servicio 

prescrito. 

Atender a este volumen de beneficiarios, demanda de la participación de miles de 

profesionales de los servicios sociales y de los servicios de salud, de las 

administraciones locales y autonómica, o de la iniciativa social y privada que 

participan en la prestación de los servicios. 

El colectivo de profesionales es amplio, desde perfiles técnicos y especializados, a 

personal de servicios generales.  

La cuantificación de los recursos humanos que directa o indirectamente están 

vinculado al Sistema es un reto, determinando el coste que tienen, y el retorno 

para las arcas públicas en forma de impuestos que pagan.  

Las proyecciones demográficas indican la necesidad de un aumento de los 

recursos destinados a atender a las personas dependientes, por lo que el aumento 

de los recursos humanos debe ir en paralelo. Este aumento debe ir en 

consonancia con el modelo de atención que se quiera, ya que la dotación y 

financiación debe garantizar lo que dice la propia Ley de Servicios Sociales, o la 

Ley de Dependencia: unos servicios públicos de calidad. 

En la actualidad hay diferentes problemas en relación a los recursos humanos, 

pero quizás los más graves, se resumen en la inestabilidad y precariedad. 
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 INESTABILIDAD. 

Las trabajadoras y trabajadores contratados directamente por las 

administraciones, sean local o autonómica, directamente o a través de sus entes 

instrumentales (ASSDA), son en su mayoría personas sin un contrato de fijeza. 

Las fórmulas jurídicas de los contratos son diferentes, pero en todos los casos el 

denominador común es que no garantizan el mantenimiento de puesto de trabajo. 

Este personal tiene contraído una relación laboral desde el año 2007, con lo que 

ya son 14 años en la inestabilidad no ha sido resuelto por las diferentes 

administraciones. Esta situación es cierto que está generalizada en la 

administración –en sus diferentes niveles-, y que por ello la propia UE ha 

“castigado” en numerosas ocasiones al Estado español.  

Esto no ha supuesto hasta ahora ninguna solución, al contrario. Un ejemplo es el 

procedimiento de consolidación de las trabajadoras y trabajadores sociales de la 

Junta de Andalucía, donde solo han pasado el primer y segundo examen del 

proceso selectivo un 15% de las plazas ofertadas. Esto supone una continuación 

de la problemática. 

Las administraciones locales evitan consolidar al personal, entre otras razones, 

por la financiación del personal. La financiación autonómica anual de los 

conocidos “refuerzos”, no garantiza la integración en la relación de puestos de 

trabajo del personal contratado.  

El personal contratado por la administraciones, esencialmente son los 

responsables dentro de SAAD de la información, tramitación, valoración y 

elaboración de los PIAs.  

El personal contratado para la prestación de los servicios del SAAD, pueden tener 

diferentes condiciones laborales, dependiendo si estos servicios están prestados 

directamente por la propia administración en sus diferentes fórmulas, o si son 

servicios prestados por entidades sociales y privadas.  

La garantía de la estabilidad laboral en la iniciativa social y privada está vinculada 

al mercado laboral ordinario, donde existe la regulación propia de contratación. 

Hay un personal con fijeza en sus puestos de trabajo, pero hay un personal no 

cuantificado, que tiene una fluctuación en la contratación y en su tipología (por 

horas, media jornada, días, meses, etc.). Esta inestabilidad se centra en servicios 

como los de ayuda a domicilio o atención residencial 
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 PRECARIEDAD. 

La inestabilidad es ya un factor importante de precariedad. No tener una garantía 

de mantenimiento del puesto de trabajo, incide en no poder consolidar proyectos 

de vida. 

Dentro de la administración, no garantizar la fijeza en el puesto de trabajo, coarta 

además la carrera administrativa, derecho de todo empleado público. 

En estos años, son numerosos las personas que se han visto obligados a cambiar 

de trabajo. 

La prestación de los servicios está financiados por la administración autonómica, 

con un coste por el servicio. En el caso de los servicios prestados por la 

administración con su propia personal, este coste de personal puede ser superior 

a lo financiado. Las administraciones han optado por financiar con fondos propios 

la diferencia, o adaptar la jornada laboral a la financiación. Esto sin duda produce 

una situación de precariedad laboral. 

En el caso de la iniciativa social y privada, hay convenios colectivos del sector o 

de la empresa, y que determina las condiciones laborales de su personal. En 

numerosas ocasiones se ha denunciado que esto no es así, repercutiendo el coste 

en las trabajadoras y trabajadores. Un ejemplo son las auxiliares de ayuda a 

domicilio, donde la subida del coste hora reciente por parte de la Junta de 

Andalucía, se ha señalado que se hace con el objetivo que repercuta directamente 

en ellas.  

Hay remuneraciones son bajas, que vinculadas al coste de la vida, nos lleva a lo 

que hoy se llama una nueva clase de pobreza, el de personas con trabajo pero 

que no llegan a final de mes con esos ingresos.  

A las remuneraciones bajas, se une unos sobrecostes que no están reconocidos, 

o recaen en el personal trabajador. Nos referimos a los tiempos y costes de los 

desplazamientos que no son reconocidos como a cargo de la empresa, a la 

prestación de servicios en horarios y jornadas laborales extraordinarias, a la 

dotación de material de prevención de riesgos laborales, etc. 

La inestabilidad y la precariedad es alta entre el personal de atención a la 

dependencia. Esto son factores de riesgo para la propia estabilidad del Sistema, 

con incidencia directa en la pérdida de recursos humanos cualificado. 
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En relación a los recursos humanos, señalar también la necesidad de desarrollar 

planes de formación que garantice una cualificación actualizada del personal.  

 

A MODO DE CONCLUSIÓN Y RESUMEN 

El Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia está vivo, es 

necesario, y tiene futuro. 

Necesita de profundas mejoras, que lo consoliden como un Sistema Público de 

nuestro estado de bienestar. Un Sistema vinculado al Sistema Público de 

Servicios Sociales, pero contando con la participación de otros sistemas de 

públicos de protección. 

El modelo implementado en Andalucía es válido. Es necesario crear un Sistema 

Andaluz propio, dando mayor protagonismo a la gestión descentralizada en las 

administraciones locales, garantizando la normalización, así como la cohesión 

social y territorial.  

El modelo cooperativo, está abierto a la participación de la iniciativa social y 

empresarial. Una participación que no evada la responsabilidad pública en todo el 

proceso, y que garantice la calidad del servicio, así como las condiciones laborales 

de los recursos humanos. 

Es necesario consolidar la cartera de servicios, desarrollándola en todos los 

servicios que recoge y que o no se han implementado, o lo han hecho 

tímidamente. Consolidar los servicios de proximidad, consolidar la atención de las 

personas en su entorno es la prioridad. Disponer de servicios residenciales 

cercanos al entorno de las personas es una obligación. 

Desarrollar una estrategia pública de promoción de la autonomía y la prevención 

de la situación de la dependencia. No hay mejor política de salud pública. 

Afrontar el reto demográfico necesita de un Sistema Público consolidado, un 

Sistema donde los recursos humanos disponen de puestos de trabajo de calidad.  

Todo ello, tiene un único objetivo. Poner a la persona en el centro.  

 

 


